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RESUMEN
El actual gobierno uruguayo -integrado por 
una coalición de partidos de derecha, asume 
el gobierno, existiendo un sistema institucio-
nalizado de transferencias monetarias con-
dicionadas: las Asignaciones Familiares del 
Plan de Equidad (AFAM - PE). En 2021, este 
gobierno realiza el primer control de las con-
dicionalidades. En julio 2022, se anuncia el 
control y suspensión de las AFAM - PE para 
quienes no estuvieran concurriendo a los cen-
tros educativos. Este, a diferencia del primer 
control, tendrá un importante alcance mediá-
tico dadas las comunicaciones del ministro de 
Desarrollo Social (MIDES), Martín Lema. 
Este artículo de investigación tiene como ob-
jetivo caracterizar y analizar ese anuncio de 
control y suspensión. Se considera un objetivo 
relevante para el caso uruguayo en tanto no 

existe documentación que ordene el conjunto 
de aspectos vinculados a este episodio. Asimis-
mo, contribuye a dar cuenta de la orientación 
del actual gobierno sobre la pobreza y la po-
lítica pública. Más allá de esto, se entiende 
que la importancia del objetivo, trasciende 
a Uruguay. Los Programas de Transferencias 
Condicionadas (PTC) son la principal políti-
ca dirigida a la población en situación de po-
breza. Este trabajo procura aportar al debate 
sobre estos programas, específicamente sobre 
las condicionalidades. La estrategia metodoló-
gica se sustenta en fuentes secundarias. Se ana-
lizan documentos del Partido Nacional y del 
gobierno y las páginas web del MIDES y de 
la Administración Nacional de Educación Pú-
blica (ANEP), así como declaraciones realiza-
das por autoridades del gobierno y difundidas 
por los medios masivos de comunicación. Se 
concluye que la medida -y particularmente su 

1 Asistente Social por la Universidad de la República. Máster en Servicio Social por la Universidad 
Federal de Río de Janeiro - Universidad de la República. Doctora en Ciencias Sociales por la Univer-
sidad de la República. Correo electrónico: xbaraibar@gmail.com



182

Ximena Baráibar Ribero “Control de condicionalidades y suspensión de las transferencias 
monetarias condicionadas en Uruguay: Reflexiones a partir de su anuncio mediático”

carácter mediático-, obedecen a argumentos 
de economía política, esgrimidos a favor de las 
condicionalidades. El ministro Lema procura 
mostrar que los dineros públicos están siendo 
‘cuidados’ y que se está haciendo cumplir la 
ley. Lo hace de una forma que contribuye a 
consolidar la responsabilización de los pobres 
por su pobreza y a sospechar de ellos. 

Palabras clave: Pobreza, Transferencias 
Monetarias, Condicionalidad, Uruguay.

ABSTRACT
The Uruguayan goverment -integreded by a 
coalition of righ parties- starts it’s gestion with 
a extended and institucionalizaded monetary 
transfer system: the Asignaciones Familiares del 
Plan de Equidad (AFAM – PE). In 2021, this 
goverment makes the first control of condi-
tionalities. In July 2022, AFAM – PE control 
and suspension, is announced for those who 
were not attending educational centers. In a 
diferent way that the first control, this haves 
significante media coverge, given by the an-
nouncement that Martín Lema, Minister of 
Social Development, realice. This article aims 
to characterize and analyze this announce-
ment of control and suspensión. It is conside-
raded a relevant objective for Uruguay given 
there is no documentation that orders the set 
of aspects linked to this episode. Likewise, 
it allows to account the current government 
orientation on poverty and public policy. Be-
yond this, it is understood that the importan-
ce of the objective transcends the uruguayan 
case. The Conditional Transfer Programs are 
the main policy aimed at the population that 
live´s in poverty. This article seeks to contribu-
te these programas debate, particulary about 
conditionalities. The methodological strategy 
is based on secondary sources. On one hand, 
Partido Nacional, and goverment documents 
were analyzed, and, on the other, web pages 
of Ministry of Social Development and Na-
tional Administration of Public Education, as 
well as statements in the mass media, made 

by government authorities. It is concluded 
that the measure -and particularly its media 
nature-, obey political economy arguments, 
put forward in favor of conditionalities. Mi-
nister Lema tries to show that public money is 
being, ‘cared for’, and that law is being enfo-
reced. He does this in a way that contributes 
consolidating poor responsability for their po-
verty and suspect them. 

Keywords: Poverty, Cash Transfers, Condi-
tionality, Uruguay.

Introducción 
En Uruguay, desde 2005 y durante los 15 
años de gobierno del Frente Amplio, fueron 
desarrolladas y consolidadas las transferencias 
monetarias. A partir de ese año y hasta 2007, 
lo fue el Ingreso Ciudadano en el marco del 
Programa de Atención a la Emergencia Social 
(PANES) y desde 2008 y hasta la actualidad 
las Asignaciones Familiares del Plan de Equi-
dad (AFAM - PE). Estas comparten los rasgos 
comunes de los Programas de Transferencias 
Condicionadas (PTC) 1 que se vienen desarro-
llando en América Latina y el Caribe, desde 
fines del siglo pasado y en particular desde 
inicios del actual. Básicamente, se dirigen a 
personas que viven en situación de pobreza, 
suponen una prestación monetaria condicio-
nada a la asistencia a centros educativos y con-
troles de salud. 

También en sintonía con el resto del con-
tinente, en el país, en 2005 es creado el Mi-
nisterio de Desarrollo Social (MIDES). Entre 

1 Estos programas reciben nombres, que, aun-
que similares, tienen diferencias. En algunos 
casos se habla de Transferencias Monetarias 
Condicionadas (TMC), en otros de Pro-
gramas de Transferencias Condicionadas de 
Ingreso (PTCI). En este texto, se habla de 
Programas de Transferencias Condicionadas 
(PTC). En las citas textuales, se mantiene la 
formulación realizada por el/la autor/a.
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otras competencias, tendrá la coordinación y 
ejecución del PANES y luego de las AFAM - 
PE. En estas, opera como co-gestor el Banco 
de Previsión Social (BPS). 

En marzo 2020, se inicia la gestión del 
actual gobierno nacional, a cargo de una 
coalición de partidos de derecha. Este, en el 
segundo semestre de 2021, realiza el primer 
control de las condicionalidades en educación, 
suspendiendo el cobro de las AFAM - PE en 
casos de incumplimiento. Sobre esto, la única 
información pública disponible es un comu-
nicado anunciando esta medida. No hay refe-
rencia a esta ni en la página web del MIDES, 
ni en los medios de comunicación. 

A fines de julio 2022, se anuncia un nue-
vo control y suspensión de las AFAM - PE 
para quienes no estuvieran concurriendo a los 
centros educativos. La medida, también tiene 
escasa presencia en las páginas web de los or-
ganismos implicados, pero a diferencia de la 
anterior, tiene un importante alcance mediáti-
co a partir de la reiteración de este anuncio por 
parte del ministro de Desarrollo Social, Martín 
Lema, en diversos medios de comunicación. 
No hay información pública que fundamente 
esta modificación en la forma de comunicar la 
medida. Se trata de una situación en la que se 
encuentran 11.000 menores, en el marco de 
380.000, teniendo el 77% de estos, 13 años o 
más2. Se trata de un anuncio que -al momen-
to de escribir este artículo de investigación- es 
el único realizado de la manera mencionada. 
Pero no es el único asunto en relación al cual el 
ministro declara reiteradamente en la prensa. 
Como se verá más adelante, en lo que hace a 
aspectos vinculados a las transferencias mone-
tarias, ha puesto foco en tres. Por una parte, en 
la justicia en el acceso a las transferencias, en 
particular sobre posibles errores de inclusión y 

2 Véase: https://www.subrayado.com.uy/sus-
penden-11000-asignaciones-familiares-no-
enviar-hijos-centros-educativos-n875390

exclusión y esto asociado a problemas en la fo-
calización. Luego, a problemas que habría en 
los bienes consumidos por parte de quienes las 
reciben y la necesidad de su control. Ambos 
aspectos han sido investigados indicando no 
haber problema en este sentido. A diferencia 
de los anteriores, el tercer aspecto no surge 
directamente de las transferencias, sino de la 
oposición construida con el empleo. Este sería 
siempre sustento de la dignidad y autonomía 
personal, en oposición a la dependencia que 
surgiría siempre del vínculo con el Estado (Ba-
ráibar, 2022). 

Es este anuncio el objeto de análisis de 
este artículo de investigación que tiene como 
objetivo caracterizarlo y analizarlo. Interesa 
conocer la manera en que es anunciado y su 
contenido. Aunque el anuncio del control y 
suspensión es el único con amplio y reiterado 
manejo mediático, se considera que su análi-
sis es relevante para el Uruguay en tanto no 
existe documentación pública que de cuenta 
de sus argumentos y acciones desarrolladas a 
partir del problema identificado. Asimismo, 
tiene importancia como parte del conjunto 
de anuncios públicos realizados en relación a 
la pobreza y el rol de la política pública. Esto 
se valora al compartir con Grassi al señalar 
que “cuando se discuten políticas sociales 
(qué hacer, qué se hace o debería hacerse y 
por quiénes) se discute acerca de los sujetos, 
los derechos, las obligaciones, el Estado y los 
lazos sociales (…) aunque no se diga explíci-
tamente, se están presentando los marcos, los 
fundamentos o las críticas de las instituciones 
sociales en general y de las protecciones socia-
les en particular” (2018: 60).

Pero su importancia trasciende al caso 
uruguayo. Por una parte, contribuye a com-
prender las actuales derechas gobernantes 
en América Latina y en particular el vínculo 
entre pobreza y políticas sociales. Por el otro, 
considerando que los PTC son la principal po-
lítica dirigida a la población en situación de 
pobreza, teniendo, además, gran importancia 
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durante la pandemia por COVID-19. Este 
trabajo procura aportar al debate sobre estos 
programas y en particular sobre la manera de 
concebir y de legitimar las condicionalidades 
que son uno de los ejes centrales del mismo. 

La estrategia metodológica se sustenta en 
fuentes secundarias. En tanto no existe docu-
mentación pública que dé cuenta del anuncio 
del control y suspensión de las AFAM - PE 
hacerlo y acciones asociadas, supone recons-
truirlo. Esto se realiza a partir de documen-
tos del Partido Nacional y del gobierno. En 
el primer caso, se considera la propuesta de 
campaña electoral de 20193 y en el segundo 
la Ley de Presupuesto Nacional 2020-2024, 
aprobada en 2020 y entendida por el gobierno 
como una de las instancias fundamentales de 
expresión de lo que proyecta realizarse y las he-
rramientas para concretarlo (Poder Ejecutivo, 
2020) y las Rendiciones de Cuentas y Balance 
de Ejecución Presupuestal de los años 2020 
y 2021, aprobadas en los años 2021 y 2022, 
respectivamente. En ellas se informa y se va-
lora lo actuado y se plantean futuras líneas de 
acción. Junto a esto, se analizan las compare-
cencias de las autoridades del MIDES al Poder 
Legislativo, organismo encargado de la apro-
bación, tanto de la Ley de Presupuesto como 
de las Rendiciones de Cuentas. Aunque esta es 
documentación pública, dado el carácter me-
diático del episodio en estudio, se analizan las 
páginas web del MIDES y de la Administra-
ción Nacional de Educación Pública (ANEP), 
de manera de visualizar el anuncio de la me-
dida de parte de los organismos implicados. 
También se consideran las declaraciones pú-
blicas realizadas por autoridades de gobierno y 

3 Es un documento relevante en tanto fue ela-
borado por el partido del presidente y tam-
bién, dado que han estado y están a cargo del 
MIDES destacadas figuras de ese partido y/o 
próximas al presidente.

difundidas por los medios masivos de comuni-
cación. La información relevada es organizada 
y analizada considerando la forma y contenido 
del anuncio. En el primer caso, el foco se ubica 
en dos aspectos: las autoridades públicas que 
lo realizan y la secuencia de los anuncios. En 
relación al contenido, la información se orga-
niza considerando tres aspectos: el problema 
que busca atenderse, las acciones realizadas y 
las explicaciones que el problema tendría y la 
justificación de las acciones realizadas. 

Luego de esta introducción, el presente 
artículo se organiza en cuatro partes. La pri-
mera, caracteriza los PTC en América Latina 
y Uruguay poniendo foco en la condicionali-
dad. La segunda parte se detiene en el contex-
to social y económico en que es realizado el 
anuncio de control y suspensión. La siguiente 
desarrolla y analiza sus formas y argumentos. 
El documento finaliza con un apartado de sín-
tesis y conclusiones. 

1. Programas de Transferencias 
Condicionadas en América 
Latina y Uruguay

1.1. Características generales 
Promovidos por el Banco Mundial (BM) y el 
Banco Interamericano de Desarrollo (BID), 
los PTC surgen a partir de las consecuencias 
sociales de los programas de ajuste estructural 
y de las crisis económicas de mediados y fina-
les de los años ´90. Estas dinamizan un de-
bate que posibilita las políticas de ‘combate a 
la pobreza’ (Barba y Valencia, 2011; Dallorso, 
2013; Rossel et al., 2022). 

En 1995, en Brasil, se implementa el 
Programa Bolsa Familia y dos años después, 
el Programa de Educación, Salud y Alimen-
tación (PROGRESA) en México (Cecchini y 
Madariaga, 2011; Dallorso, 2013). A partir de 
ahí, los PTC, se imponen en la región como 
la principal forma de intervención estatal para 
atender a la población en situación de pobreza 
y pobreza extrema. Los PTC crecen en núme-
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ro, aumentan los montos, su cobertura y al-
cance geográfico. En el 2000, el promedio de 
la cobertura alcanzaba a alrededor del 3% de 
la población de los países de América Latina y 
el Caribe. Diez años después la cifra ascendía 
a 18.7%. Aunque en 2019, se registra un leve 
descenso, esas cifras de cobertura se han man-
tenido relativamente estables. Esta ampliación 
tuvo expresión en el incremento del gasto diri-
gido a estos programas. A inicios del 2000, en 
promedio, los gobiernos gastaban 0.06% del 
PIB. En 2015, esta cifra alcanza al 0.25% del 
PIB y en 2019, el 0.22% (Rossel et al., 2022: 
29). Asimismo, adquieren una importante 
visibilidad en el debate sobre las políticas de 
reducción de la pobreza (Cecchini y Madaria-
ga, 2011; Rossel et al., 2022). Estos programas 
cuentan con una estructura básica común: son 
focalizados, entregan recursos monetarios a 
familias en situación de pobreza o pobreza 
extrema, con hijas e hijos menores de edad, 
con la condición de que cumplan con ciertas 
conductas asociadas al mejoramiento de sus 
capacidades humanas (básicamente relaciona-
das con educación y salud) y es la madre la 
titular de la prestación (Banco Mundial, 2009; 
Cecchini y Madariaga, 2011; Dallorso, 2013; 
García Valverde, 2017). Rossel et al. (2022) 
agregan que estos programas y sus componen-
tes educativos son una de las pocas herramien-
tas orientadas a jóvenes y adolescentes, soste-
nidas en el tiempo. 

La mencionada estructura es expresión de 
sus objetivos de corto y largo plazo. Se entien-
de que las transferencias de dinero alivian la 
pobreza en el presente y son las condicionali-
dades las que estructuran los objetivos de más 
largo plazo. De acuerdo al BID, se trata de 

conductas que favorecen la acumulación de 
capital humano de los niños de hogares be-
neficiarios, para así aumentar la capacidad 
de generar ingreso en el futuro y contribuir a 
romper la transmisión intergeneracional de la 
pobreza. Para tal efecto, deben ser relevantes 

y pertinentes; es decir, que deben estar asocia-
das a aspectos que limitan la acumulación de 
capital humano de los niños y que pueden ser 
modificadas mediante incentivos a través de las 
transferencias (Ibarrarán y Cueva, 2017: 37). 

El desarrollo de estos programas ha estado 
generalmente acompañado de la creación de 
nuevas institucionalidades. Así, los ministe-
rios y secretarías de desarrollo social son cada 
vez más los principales entes a cargo de los 
PTC (Cecchini y Madariaga, 2011). Los PTC 
tendrán una particular expansión dentro del 
llamado ‘giro progresista’ desarrollado en el 
continente, a inicios del presente siglo, lo que 
cambiará bajo los gobiernos de derecha. Qui-
roga y Juncos analizan los casos de la Argenti-
na y Brasil, concluyendo que Macri y Temer, 
respectivamente, expresaron sus intenciones 
de preservar la Asignación Universal por Hijo 
y el Programa Bolsa Familia. Pero agregan que 
cuando asumieron el gobierno tuvieron una 
continuidad formal. Los montos no aumenta-
ron significativamente, deteriorándose su po-
der adquisitivo. Así, “los programas se preser-
van, pero simultáneamente se aplican políticas 
económicas restrictivas que fomentan la con-
centración de los ingresos en aquellos sectores 
de mayores recursos; al tiempo que se genera 
una constante pérdida de poder adquisitivo 
que afecta a las clases populares” (2020: 179). 

1.2. El debate sobre las 
condicionalidades
Las condicionalidades son un aspecto central 
de los PTC y del debate sobre los mismos. 
Son dos los argumentos a su favor señalados 
por los organismos promotores. El primero, 
pone el foco en las limitaciones que tendrían 
madres y padres de las familias pobres para 
invertir suficientemente en el desarrollo hu-
mano de sus hijos, siendo necesario, de acuer-
do al BID, un “pequeño empujón” (Ibarrarán 
y Cueva, 2017: 35). Por su parte, el Banco 
Mundial lo considera relevante “si quienes 
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toman las decisiones en la familia sostienen 
creencias persistentemente mal encaminadas 
sobre la naturaleza del proceso de las inversio-
nes en la educación y la salud de los hijos o los 
rendimientos posteriores de esas inversiones” 
(2009: 8). 

El otro argumento a favor de las condicio-
nalidades es de economía política. Ibarrarán y 
Cueva (2017) entienden que las mismas dan 
un elemento de legitimidad a estos programas 
al representar un compromiso conjunto del 
Estado y las familias por incrementar el capital 
humano de los niños y adolescentes. Por su 
parte, el Banco Mundial (2009) indica que es 
posible que los contribuyentes estén más dis-
puestos a apoyar un programa de transferen-
cias a los pobres si están vinculados con ini-
ciativas para superar la pobreza a largo plazo, 
en especial si incluyen medidas para mejorar 
el bienestar y capital humano de los niños, en 
lugar de operar solamente como sustento de 
los padres. Feijoó y Davolos también recogen 
argumentos en este sentido que señalan que 
las condicionalidades “contribuyen a legiti-
mar consensos sociales acerca de los PTCI y 
a diluir el prejuicio contra el supuesto pobre 
no merecedor que recibe subsidios estatales. 
En otras palabras, contribuyen a cuestionar y 
a mitigar el imaginario social que los percibe 
como ‘la población que elige vivir asistida o 
bajo planes” (2019: 257). 

Estos argumentos han sido ampliamen-
te cuestionados. Sobre el primero, Dallorso 
(2013) indica que parecería señalarse que la 
subvaloración de los rendimientos de las in-
versiones en capital humano se explica desde 
su escasa acumulación, volviendo circular 
el argumento. Agrega que la idea de agentes 
que no actúan de manera completamente ra-
cional, ni están del todo informados, habilita 
una actitud paternalista por parte de quienes 
sí lo estarían. Por su parte, García Valverde 
señala que las condicionalidades promueven 
y tienden a perpetuar relaciones asimétricas 
y desiguales. Entiende que la relación entre 

el beneficiario de un PTC y su comunidad 
política es de desconfianza y “se le exige la 
condicionalidad, porque se sospecha que los 
beneficiarios no invertirán en capital humano 
con un mero aumento de su ingreso (…) in-
cluso si éstos llevan años cumpliendo con las 
condicionalidades” (2017: 211). En relación 
al segundo argumento, indica Dallorso (2013) 
que se naturaliza la lógica costo - beneficio 
para justificar la evasión impositiva de sectores 
no pobres que no recibirían ningún beneficio. 
La decisión de tributar sería definida en base a 
los criterios que estos sectores tienen sobre la 
responsabilización asumida por quienes viven 
en situación de pobreza, de su propia suerte. 
Así, “se instaura la acción de asistencia como 
un acto moral de un actor individualizable y 
no como expresión institucional de un orden 
moral socialmente validado y estatalmente 
constituido” (2013: 129). Finalmente, otros 
dos aspectos son cuestionados: la des respon-
sabilización social y como contracara, la res-
ponsabilización y culpabilización individual. 
Señala Dallorso (2013) que el campo de lo 
cultural -expresado como creencias- se desli-
ga de su correlato socioeconómico. Aún más, 
la pobreza es construida por fuera de la pro-
ducción de desigualdad. Por su parte, Feijoó 
y Davolos entienden que la perspectiva de los 
organismos financieros internacionales, 

no contempla los obstáculos provenientes de la 
estructura social e incorpora una concepción 
meritocrática y de justicia retributiva, operando 
con la sanción y el estigma frente a los niveles de 
cumplimiento para determinar la permanencia 
en el programa. El bienestar es convertido en 
responsabilidad de los individuos, postura que 
habilita el control social de sus conductas y 
niveles de ajuste a comportamientos deseados 
(2019: 256). 

En similar sentido, Barba y Valencia (2011) 
entienden que los PTC construyen un escena-
rio ilusorio donde los individuos son conside-
rados al margen de relaciones y restricciones 
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económicas, de factores estructurales como la 
insuficiencia y/o baja calidad de los ingresos y 
de sistemas de bienestar que no ofrecen segu-
ridad. Así, la pobreza pasa a asociarse a malas 
prácticas familiares. Como parte de lo ante-
rior, Dallorso destaca que se sobre responsabi-
liza a las familias en situación de pobreza. “La 
política social, al regular y conformar patrones 
diferenciados de reproducción social, intervie-
ne y produce desigualdad, por ejemplo, esta-
bleciendo responsabilidades adicionales sobre 
las familias en situación de pobreza en materia 
de responsabilización sobre el costo de la re-
producción” (2013: 128). Agrega que la teoría 
del capital humano lleva al límite la idea de 
que cada quien es la fuente de sus ingresos, su 
propio emprendedor y empresario y aunque 
no pueda culparse a los niños de ser pobres, 
sus padres sí pueden ser culpabilizados por la 
pobreza de sus hijos. 

Por otra parte, los estudios empíricos son 
consistentes en dos aspectos. El primero es 
que se han encontrado efectos positivos de 
las transferencias monetarias en la matrícu-
la y asistencia escolar, pero no hay evidencia 
que indique mejoras en el aprendizaje (Banco 
Mundial, 2009). Zerpa (2019) señala que la 
mayoría de esta evidencia se basa en progra-
mas implementados en países con menor de-
sarrollo relativo que Uruguay, dirigidos a po-
blaciones rurales y donde existen significativos 
costos de asistir a clases. Además, Feijoó y Da-
volos (2019) observan que las evaluaciones se 
centran en las tasas de cobertura y retención, 
pero no se enfocan en la calidad educativa, el 
rendimiento escolar y la terminalidad, sobre 
todo en la educación secundaria. 

A lo señalado se agregan las dificultades 
para distinguir entre el efecto de la condicio-
nalidad y el del aumento de ingreso (García 
Valverde, 2017). En 2009, el Banco Mundial 
señala que “el efecto de los programas de TMC 
sobre el uso de servicios no puede explicarse 
solamente por una transferencia monetaria. 
Las condiciones cumplen un rol, por lo menos 

en lo que se refiere al aumento de los niveles de 
matrícula escolar y de uso de servicios de salud 
preventiva (2009: 23). Varios años después, 
Rossel et al. observan que “el peso específico 
de las condicionalidades educativas en estos 
impactos es todavía difuso” (2022: 70). El se-
gundo aspecto destacado es que la suspensión 
de las transferencias, tiende a castigar a los 
hogares más vulnerables, pudiendo compro-
meter el objetivo de reducción de la pobreza 
(García Valverde, 2017; Perazzo, Rivero y Vi-
gorito, 2021). El primer autor indica que, de 
esta manera, la comunidad política y el Estado 
tratan de manera más severa a los más pobres 
de los pobres, es decir, a quienes han tenido 
menos oportunidades, por considerarlos rea-
cios a modificar sus creencias y actitudes hacia 
la inversión en capital humano. 

Más allá de ser un aspecto que caracteri-
za a estos programas, Cecchini y Madariaga 
(2011) y Rossel et al. (2022) observan dife-
rencias entre las condicionalidades (fuertes, 
moderadas y leves) y en las sanciones. Por su 
parte, Feijoó y Davolos (2019) indican que 
algunos programas fueron hacia modelos más 
flexibles en la gestión de las condicionalida-
des. Toman su incumplimiento como un dato 
que alerta sobre obstáculos para acceder a las 
instituciones por parte de poblaciones más 
vulnerables. El incumplimiento cambia de 
penalidad al indicio de la necesidad de acom-
pañamientos e intervenciones más integrales y 
multidimensionales. 

Finalmente, Rossel et al. (2014) indican 
que se señala que las transferencias deben ser 
consideradas un derecho humano a acceder 
a recursos mínimos de supervivencia, que es 
lo que ellas son, por tanto, no puedan que-
dar sujetas a conductas específicas, puesto que 
puede debilitar el principio de igualdad y no 
discriminación. Es preciso asegurar que no se 
trasladen a los beneficiarios de costos o car-
gas que los excluyan del goce de sus derechos. 
Las mismas autoras destacan que la respuesta 
a esta crítica entiende que no puede atribuir-
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se discriminación a la imposición de requisito 
y disfrute de derechos que valen para benefi-
ciarios como para quienes no lo son. A esto, 
quienes cuestionan las condicionalidades res-
ponden que el problema no son las exigencias 
que imponen, sino lo que ocurre cuando no se 
cumplen y se suspende la transferencia. 

1.3. Transferencias monetarias 
condicionadas en Uruguay: 
Asignaciones Familiares 
del Plan de Equidad
A partir de 2005, Uruguay con la asunción del 
gobierno nacional por parte del Frente Am-
plio sigue el mismo camino que el resto del 
continente. En un escenario de crisis social y 
económica, plantea como principal respuesta 
al Plan Nacional de Atención a la Emergen-
cia Social (PANES), desarrollado entre 2005 
y 2007. El componente con mayor población 
cubierta y monto destinado fue un programa 
de transferencias condicionadas, denominado 
Ingreso Ciudadano. Consiste en una presta-
ción en dinero por hogar, para aquellos que 
presenten carencias críticas en sus condicio-
nes de vida. Las contrapartidas son requisitos 
indispensables para recibir las prestaciones y 
refieren a la asistencia al sistema educativo y 
de salud, actividades de formación y otras que 
faciliten la inserción laboral y social y parti-
cipación en actividades comunitarias (Ley 
17.869). En el mismo momento es creado el 
Ministerio de Desarrollo Social (MIDES). La 
Ley 17.866, establece 13 competencias para 
el organismo, agrupables en cuatro esferas: i) 
desarrollo del PANES; ii) gestión de políticas 
y planes en áreas específicas; iii) articulación y 
coordinación de la oferta pública social; y iv) 
organización y gestión de un sistema de infor-
mación de la oferta pública social. 

A partir del 2008, se pone en marcha el 
Plan de Equidad (PE). Este también está inte-
grado por diversos componentes, siendo una 
transferencia monetaria condicionada, el prin-
cipal de ellos. La Ley 18.227, crea las Asigna-

ciones Familiares (AFAM), dando lugar a las 
AFAM - PE. Los mismos consisten en pres-
taciones monetarias mensuales en beneficio 
de niños y adolescentes que integren hogares 
en situación de vulnerabilidad socioeconómi-
ca o estén en atención de tiempo completo 
en establecimientos del Instituto del Niño y 
Adolescente del Uruguay o en instituciones 
que mantengan convenios con este Instituto. 
La vulnerabilidad socioeconómica considera 
ingresos del hogar, condiciones habitacionales 
y del entorno, composición del hogar, caracte-
rísticas de sus integrantes y situación sanitaria 
(Ley 18.227). 

La Ley establece como requisitos para el 
otorgamiento y mantenimiento de la presta-
ción, “la inscripción y concurrencia asidua del 
beneficiario a institutos de enseñanza estatales 
o privados autorizados por el órgano compe-
tente, excepto en los casos de beneficiarios dis-
capacitados en que se acredite que aquello no 
es posible, y la periodicidad de controles de 
asistencia médica brindada a través del sistema 
público o privado” (Ley 18.227). Los montos 
mensuales por beneficiario atienden el núme-
ro de niños y adolescentes que integren el ho-
gar, al nivel educativo que estén cursando y la 
presencia o no de discapacidades. 

El objetivo general de esta prestación es 
“mejorar el nivel de ingresos monetarios de 
hogares y personas en situación de vulnerabili-
dad socioeconómica que cuenten con mujeres 
embarazadas, menores a cargo y/o personas en 
situación de discapacidad” (véase: www.gub.
uy/ministerio-desarrollo-social). Incentivar la 
permanencia de niños, niñas y adolescentes en 
el sistema educativo y promover sus controles 
de salud, así como aquellos de mujeres emba-
razadas, son los objetivos específicos. 

Vale la pena destacar algunos aspectos rele-
vantes en relación a las AFAM - PE. Este pro-
grama, en 2017, cubría al 42% de la población 
con niños, niñas y adolescentes menores de 18 
años. Este valor ascendía al 85% en el primer 
decil (Perazzo et al., 2021). Por su parte, La-
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valleja y Tenenbaum (2020) indican que entre 
2010 y 2020 fueron beneficiarios el 44% del 
total de menores de 18 años del país. En rela-
ción a los errores de inclusión y exclusión -en 
base a información de 2017- estos representan 
el 10% y 39%, respectivamente. En la región 
estos valores son de 49% y 59% (Perazzo et al., 
2021). Finalmente, la información sobre los 
patrones de consumo indica que “al desglosar 
el gasto total en grandes rubros, no se aprecia 
más que algunos indicios débiles de cambios 
en los gastos alimentarios y no alimentarios 
del hogar, que pierden significación al consi-
derar especificaciones con mayores controles” 
(Perazzo et al., 2021: 19). 

El primer control de las condicionalidades 
en AFAM - PE fue realizado en 2013. Zerpa 
(2019) indica que luego de este, el número de 
suspensiones por inscripción se redujo, pero 
a partir de 2016, no muestra una tendencia 
decreciente. Entiende que esto puede indicar 
un cierto nivel de aprendizaje de los y las be-
neficiarias. A partir de esa experiencia indica 
que “es probable que los impactos del control 
de las condicionalidades, si existen, hayan sido 
relativamente pequeños” (2019: 3). Agrega 
que son los y las adolescentes quienes tienen 
menores tasas de asistencia. En la última dé-
cada, ha aumentado la de aquellos que provie-
nen del 20% más pobre de la población, pero 
sin que se visualicen saltos significativos en los 
años en que fue controlada la condicionalidad 
en educación. Esto mismo es observado por 
la autora en la educación primaria, tanto en 
asistencia como en repetición. Otro aspecto 
relevante es que la mayor parte de los casos de 
deserción están antecedidos por problemas de 
aprendizaje y repetición. Desaliento, proble-
mas de desempeño y bajas expectativas sobre 
las posibilidades de aprendizaje, son los prin-
cipales motivos de deserción (Zerpa, 2019). 
Finalmente, la autora refiere a impactos ne-
gativos que puede tener la suspensión de la 
transferencia. Quitarla reduce su impacto po-
sitivo tanto en el niño o niña afectado, como 

en sus hermanos y hermanas. Agrega que las 
suspensiones “tal como son implementadas 
en Uruguay, pueden generar problemas adi-
cionales al hogar por la inestabilidad y estrés 
que puede generar una repentina e importan-
te reducción de ingresos que de por sí bajos, 
para familias que en general no cuentan con 
ahorros u otras fuentes de crédito para estabi-
lizar su consumo” (2019: 4). En este sentido, 
entiende que es cuestionable la vinculación 
entre la transferencia y la educación y que el 
punto de debate no es simplemente condicio-
nar o no, sino en qué circunstancias y en qué 
contexto se establecen las condicionalidades. 

Ingresando en el actual gobierno, vale 
indicar que para analizar su mirada de la rea-
lidad, es preciso recurrir, en primer lugar, al 
documento de campaña electoral del Partido 
Nacional (2019). Allí es claramente observa-
ble una muy baja valoración de las transfe-
rencias monetarias. El documento reconoce 
la reducción de la pobreza monetaria, la que 
entiende vinculada a las transferencias eco-
nómicas, pero tiene una mirada crítica sobre 
las mismas. Se indica que en muchos casos la 
mejora en los ingresos no fue acompañada del 
fortalecimiento de capacidades que permitan 
autonomía. Esto supone una situación de de-
pendencia al Estado y no un proceso sosteni-
ble de mejora de las condiciones de vida de las 
personas receptoras de las transferencias. 

Luego, en un punto denominado ‘Dig-
nidad y sentido de la vida’, se indica que las 
transferencias monetarias son parte del menú 
de instrumentos, pero no pueden ser un fin en 
sí mismo. En cambio, la política social debe 
orientarse a crear oportunidades e incentivos 
“que pongan a las personas y a las familias en 
condiciones de actuar con autonomía para 
construir su propia felicidad” (Partido Nacio-
nal, 2019: 117). 

Concretamente en relación a las AFAM, 
se propone un cambio de enfoque, que su-
pone que el incumplimiento no sea tratado 
solamente con sanciones, siendo el punto de 
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partida para desarrollar acciones específicas 
(Partido Nacional, 2019). Esta valoración de 
las transferencias monetarias es expresión de la 
manera en que el gobierno entiende la pobreza, 
donde los ingresos no tienen relevancia en su 
explicación. Son inexistentes en el documento 
del Partido Nacional y tímida su aparición en 
la documentación del gobierno. Este, indica 
que “en muchas ocasiones subyace por detrás 
[de la pobreza] la incapacidad de generar esos 
recursos o bienestar en forma autónoma a tra-
vés de ejemplos dignos o emprendimientos 
sustentables” (Poder Ejecutivo, 2020: 109). A 
partir de esa conceptualización, se considera 
que el desarrollo social debe orientarse al forta-
lecimiento de capacidades (Partido Nacional, 
2019). Por su parte, en la Ley de Presupuesto 
(2020) se afirma que crear oportunidades para 
que las familias e individuos, sean capaces de 
generar ingreso y cooperar con el resto de la 
sociedad, tiene que ser el eje de la política con-
tra la pobreza. Esto supone trabajar en herra-
mientas de superación personal. Autonomía, 
y como contracara, la preocupación por la de-
pendencia, son ejes centrales del discurso del 
gobierno. La primera se adquiriría siempre a 
través del trabajo y las prestaciones monetarias 
serían generadoras de dependencia. 

A distancia de las investigaciones presen-
tadas, las transferencias aparecen sospechadas. 
De acuerdo al ex ministro Bartol4 (2020), un 
problema que tiene el Ministerio, es que “de al-
guna manera, tienen prestaciones los primeros 
que llegan, y los últimos en llegar tienen que 
hacer una fila muy larga, aunque tal vez ten-
gan más derecho o estén en una situación más 
crítica que algunos que ya las están recibiendo” 
(Bartol, 2020: 74). Por su parte, el ministro 
Lema, indica que “no es justo que una persona 
las esté recibiendo sin cumplir los requisitos, y 
mucho menos que una persona deje de reci-

4 Este asume el cargo en marzo 2020 y en mayo 
2021 es sustituido por Martín Lema. 

birla cumpliendo los requisitos” (2021 b: 18). 
Agrega que parte del trabajo supone mejorar 
los sistemas de información para que incluya a 
quienes lo requieran y excluya a quienes las re-
ciben, pero no les corresponde. También se sos-
pecha sobre el uso que se estaría realizando con 
otra transferencia monetaria (Tarjeta Uruguay 
Social)5 y una de las nuevas medidas imple-
mentadas (Bono Crianza), que también supone 
transferencias monetarias, es valorada por tener 
estipulado el uso que debe darse al mismo6. 

Pese a esto, las transferencias monetarias 
fueron la principal respuesta a las consecuencias 
sociales y económicas provocadas por el CO-
VID-19, pero las mismas tuvieron problemas 
en su capacidad protectora, en su formato que 
no habilitó la proyección en el tiempo y, sobre 
todo, de legitimidad (Baráibar, 2023). No sur-
gen como una línea a ser fortalecida. Aparecen 
sujetas al crítico contexto y en oposición a las 
apuestas de salida de la pobreza. De acuerdo al 
ex ministro, lo realizado durante 2020 

fue una respuesta que se dio de manera rápida 
y contundente, de acuerdo con la naturaleza de 
la crisis que estamos enfrentando. Esto es a lo 
que le llamo ponerles a las personas el chale-
co salvavidas en medio de la tormenta; de al-
guna forma, tuvimos que relegar el hecho de 
ponernos a enseñarles a nadar en medio de la 
tormenta. Claro que continuamos haciendo los 
programas que queríamos, pero toda la poten-
ciación que queríamos llevar a cabo respecto 
al desarrollo de habilidades –tan fundamental 
para que las personas puedan ser verdadera-

5 Véase: https://ladiaria.com.uy/articu-
lo/2021/12/restricciones-a-la-tus-consolidan-
una-mirada-historica-de-la-pobreza-que-es-
de-sospecha-control-y-castigo/

6 Véase: https://www.gub.uy/presidencia/
comunicacion/audios/breves/declaraciones-
prensa-del-ministro-desarrollo-social-martin-
lema-4
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mente autónomas– se trasladó a la prioridad de 
asistir y asegurarnos de que todos pudiéramos 
pasar juntos esta tormenta (Bartol, 2020: 12). 

Por su parte, el ministro Lema, entiende que 

Las herramientas para nosotros son fundamen-
tales, porque las personas lo que quieren es la 
autonomía y la independencia, es la superación, 
y si nosotros no promovemos estas herramientas 
a través del trabajo conjunto, estamos nada más 
ni nada menos que condenándolas a una depen-
dencia estatal perpetua. Las herramientas son las 
que permiten esa autonomía, permiten hacer lle-
gar a lo que la gente quiere, que es esa indepen-
dencia que en definitiva con el correr del tiempo 
se termina transformando en prosperidad.7

2. El anuncio de control y 
suspensión y su contexto

2.1. La realidad de América Latina
El anuncio del control y suspensión, además 
de enmarcado en las orientaciones e investiga-
ciones presentadas, debe ser ubicado en el con-
texto social y económico de América Latina y 
del país. Este muestra mejoras en indicadores 
sociales en relación al inicio de la pandemia, 
pero no previo a esta. También deben con-
siderarse las recomendaciones realizadas por 
Organismos Internacionales, específicamente 
la Comisión Económica para América Latina 
(CEPAL), recogiendo las experiencias de crisis 
anteriores. Sobre las consecuencias de la pande-
mia, la CEPAL (2022) observa tres elementos: 
la permanencia en el tiempo de las consecuen-
cias sociales; la afectación desigual y entre ellas 
mayores impactos en los más pobres y niñas, 
niños y adolescentes y la importancia de man-
tener las prestaciones monetarias. De acuerdo 

7 Véase: https://www.gub.uy/presidencia/co-
municacion/fotos/ministro-desarrollo-social-
martin-lema-encabezo-recorrida-departa-
mento-salto

a este organismo, la edad de las personas es un 
factor relevante en la probabilidad de vivir en 
un hogar en situación de pobreza por ingresos. 
Agrega que los impactos del COVID-19 afec-
tan especialmente a niñas, niños, adolescentes 
y jóvenes pertenecientes a poblaciones vulnera-
das. La experiencia de crisis anteriores, 

muestra que las crisis transitorias -que causan 
graves impactos de corto plazo sobre amplios 
sectores de la población- pueden tener conse-
cuencias permanentes en niñas, niños, adoles-
centes y jóvenes que enfrentan situaciones de 
vulnerabilidad, generando necesidades persis-
tentes y frenando el desarrollo social. Para evitar 
que las desigualdades que se dan en forma tem-
prana se cristalicen en inequidades y disparida-
des difíciles de revertir en etapas más avanzadas, 
es urgente no sólo mantener niveles adecuados 
de gasto público social para el conjunto de la po-
blación, sino también ampliar la inversión enfo-
cada en las necesidades y los requerimientos de 
niñas, niños, adolescentes y jóvenes (2022: 27). 

En relación a las prestaciones, señalan Casti-
llo y Marinho (2022) que, la protección so-
cial juega un rol central en la mitigación de 
los impactos negativos de la crisis permitiendo 
compensar la caída en los ingresos y proteger 
la seguridad alimentaria. Sin esta, la pobre-
za, extrema pobreza y desigualdad, habrían 
aumentado aún más, siendo particularmente 
importantes para familias con niños, niñas y 
adolescentes. Asimismo, destacan la necesidad 
de permanencia de estas medidas. 

Esto es también explicitado por la CEPAL 
(2022) que considera que, hasta el control de-
finitivo de la pandemia, las transferencias mo-
netarias para la infancia, deberían mantenerse 
y extenderse sin disminuir el monto entregado, 
de modo de mitigar el impacto de la pandemia 
en el bienestar de la población. Específicamen-
te, sobre el control de las condicionalidades in-
dica que es importante suspenderlas de manera 
temporal o repensar su control y que, además, 
“es imperativo contemplar el conjunto de las 
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necesidades y brechas de bienestar que hoy 
enfrentan niños, niñas y adolescentes, lo que 
incluye generar mecanismos para garantizar 
un nivel de ingresos adecuado en los hogares 
donde estos crecen” (2022: 132). 

Dentro del contexto, también es preciso 
visualizar lo que ocurre en materia educativa. 
Rossel et al. (2022) señalan que en América 
Latina la situación general de adolescentes y 
jóvenes en la educación, esconde importantes 
desigualdades entre otras, según la distribución 
de ingresos, la pobreza, el lugar de residencia y 
sexo. A las desigualdades estructurales, se suma 
la pandemia, generando aumento del abando-
no escolar, de rendimientos por debajo de los 
niveles mínimos y de la posibilidad de culminar 
la escuela. Estas repercusiones en el aprendizaje 
se concentran en los y las estudiantes más po-
bres (Rossel et al., 2022). Las autoras analizan 
los motivos por los cuales las y los adolescentes, 
de entre 12 y 17 años, no asisten a estableci-
mientos educativos. La falta de interés, destaca 
en la mayor parte de los países. También seña-
lan que, en algunos de estos, los motivos econó-
micos son más o igualmente importantes que la 
falta de interés (Rossel et al., 2022). 

2.2. La situación de Uruguay 
Es en ese marco general del continente, en Uru-
guay, específicamente donde se destacan tres 
aspectos del contexto en el cual es anunciado 
el control y suspensión de las AFAM - PE. En 
primer lugar, la preocupación -aún durante la 
pandemia-, por el control del gasto público. La 
mayor expresión de esto es la aprobación de la 
llamada regla fiscal. Fue propuesta por el Parti-
do Nacional (2019) con el objetivo de desacele-
rar, detener y revertir el crecimiento de la deuda 
pública, sin aumentar la carga impositiva y ten-
diendo a su disminución. Esto lograría que las 
personas dispongan de más recursos y que las 
empresas sean más competitivas. En 2020, con 
la Ley de Presupuesto, se aprueba la regla men-
cionada (Poder Ejecutivo, 2020). De hecho, 
las medidas tomadas durante la pandemia no 

fueron financiadas con recursos presupuestales 
sino con el Fondo Solidario COVID – 198 y fue 
el país que tuvo uno de los menores esfuerzos 
fiscales regionales para mitigar el deterioro de 
las condiciones de vida. El promedio regional se 
ubica en el 3.9% del PIB, y en Uruguay es del 
1.4% (Salas y Vigorito, 2021). Específicamen-
te, el gasto público en educación, es analizado 
por el Centro de Estudios Etcétera, en agosto 
de 2022. Señala que el Ministerio de Educación 
y Cultura (MEC) publica habitualmente las es-
timaciones del gasto público en educación en 
Uruguay realizadas por el Ministerio de Econo-
mía y Finanzas (MEF), con un año de rezago. 
A la fecha del análisis, el último reporte es de 
finales de 2021, con información hasta el 2020. 
A partir de dicha información, realiza una esti-
mación del gasto público en educación como 
porcentaje del Producto Interno Bruto (PIB) 
para los años 2021 y 2022. El informe indica 
que, “con base en nuestras estimaciones, el gas-
to público en educación continua su trayecto-
ria descendente en 2021 y 2022, alcanzando el 
4,6% y 4,4% del PIB respectivamente” (Etcéte-
ra, 2022: 2). Se trata de una caída de 0,4% del 
PIB desde su valor de 2019. 

El segundo aspecto del contexto, refiere a 
que en 2021 se observan mejoras de algunos 
indicadores sociales al compararlos con 2020, 
pero no con el 2019, esto es, previo a la pan-
demia. Al final de 2021, se da una leve recu-

8 Este está compuesto de salarios de funciona-
rios públicos con sueldos líquidos superiores 
a 80.000 pesos, personas con cargos políti-
cos electos y designados, legisladores, inten-
dentes, ministros, subsecretarios y cargos de 
confianza. También se nutre de las empresas 
públicas, Bancos estatales, de los recursos ob-
tenidos por préstamos con organismos multi-
laterales de crédito y de las partidas de prensa 
del Parlamento (Ley 19.874). En abril 2021, 
vuelve a repetirse este formato de financia-
ción, en similares términos y condiciones. 
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peración de la tasa de actividad y reducción 
del desempleo, en relación a 2020, pero por 
debajo de los niveles de 2019. Otro informe 
publicado en agosto 2022, indica que, en ese 
momento en el año, se observa un estanca-
miento de las mejoras en empleo y desempleo 
(Instituto Cuesta Duarte, 2021; 2022a). 

En relación a los salarios, desde el inicio de 
la pandemia, se observa una sostenida pérdida 
de salario real. Esto es confirmado con datos 
del primer semestre de 2022 y así el deterioro 
del poder de compra del salario, en compara-
ción con el salario real promedio de 2019, se 
acumula durante 28 meses. Esos datos mues-
tran el contraste existente entre un crecimiento 
importante del PBI y la trayectoria de caída 
del poder de compra de los salarios (Instituto 

Cuesta Duarte 2021; 2022a; 2022b). Lo indi-
cado es parte de lo que explica el aumento de 
trabajadores pobres y del peor desempeño en 
la recuperación de indicadores sociales como 
la pobreza y el sostenimiento del aumento de 
la severidad y brecha de la pobreza, en compa-
ración a 2019 (ver cuadro 1). Finalmente, en 
relación a la desigualdad, al índice de Gini, el 
Instituto Cuesta Duarte (2022a), suma el aná-
lisis de la diferencia de ingreso entre el decil de 
población de mayor concentración de ingreso 
y el de menores ingresos. Observa que la des-
igualdad no sólo aumenta en 2020, sino tam-
bién en el año 2021 cuando la recuperación de 
la actividad fue muy importante, así como la 
económica medida por el crecimiento del PBI. 

Cuadro 1.  
Cantidad de personas pobres en porcentajes y años seleccionados

2019 2020 2021

Pobreza 8.8 11.6 10.6

Pobreza extrema 0.2 0.4 0.3

Índice de Gini 0,386 0,387 0,386
Fuente: Elaboración propia en base al Instituto Nacional de Estadística (INE), 2020 y 2021.

Al analizar las personas pobres por edades, 
se observa que en esos porcentajes los niños, 
niñas y adolescentes se encuentran particular-

mente representados (ver cuadro 2). Se trata 
de cifras históricamente elevadas en relación a 
otros grupos etarios. 

Cuadro 2.  
Cantidad de personas pobres, por tramos de edad, 

en porcentajes y años seleccionados

2019 2020 2021

Menos de 6 17.4 21.4 18.6

6 a 12 16.4 20.5 19.4

13 a 17 15.0 18.9 18.8

18 y 64 7.4 10.3 9.3

65 y más 1.8 2.3 2.1
Fuente: Elaboración propia en base a Poder Ejecutivo, 2021 y 2022. 
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En 2021 hay una mejora en relación al 2020, 
pero tiene la pobreza un particular crecimien-
to entre los niñas, niñas y adolescentes de 6 a 
12 años y entre aquellos que tienen entre 13 
y 17, que como fuera señalado son el 77% 
de quienes no estaban cumpliendo la contra-
prestación. De hecho, el 1 de agosto de 2022, 
esto es, en simultáneo al anuncio del control 
y suspensión que se viene analizando, en la 
comparecencia a la cámara de Diputados para 
la discusión de la Rendición de Cuentas del 
año anterior, el ministro Lema expresa especial 
preocupación por esa franja etaria, 

en la exposición de motivos se habla de un des-
censo generalizado de la pobreza en todas las 
franjas etarias, pero vuelvo a hacer mención a la 
pobreza adolescente, que nos preocupa, porque 

en los menores de edad de entre 13 y 17 años, 
en realidad, la pobreza bajó 1 décimo. Estadís-
ticamente, no nos parece un descenso tan sig-
nificativo en esta franja, que es, precisamente, 
en la que tuvimos más dificultades en cuanto 
al aumento de personas en la pobreza en el año 
2020 (2022: 31). 

En relación a la educación, destacan Rossel 
et al. (2019) que, en Uruguay, la asistencia a 
centros educativos es elevada en todos los ni-
veles de ingreso. Pero se observan semejanzas y 
diferencias entre quintiles. En todos ellos hay 
adolescentes y jóvenes que no asisten, pero es 
un problema mayor en los quintiles más bajos 
(ver cuadro 3). Esto se vuelve aún más relevan-
te en el abandono escolar (ver cuadro 4). 

Cuadro 3.  
Asistencia a un centro educativo, 12 – 17 años, según 

quintiles de ingreso, alrededor de 2019

Q 1 Q 2 Q 3 Q 4 Q 5

90 92.7 95.1 97.3 97.8
Fuente: Rossel et al., 2022.

Cuadro 4.  
Tasa de prevalencia del abandono escolar, 12 – 17 años, 

según quintiles de ingreso, alrededor de 2019.

Q 1 Q 2 Q 3 Q 4 Q 5

9.8 6.9 4.4 2.1 1.6
Fuente: Rossel et al., 2022.

En 2021, el Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD) en Uruguay y el 
Sistema Nacional de Emergencias (SINAE) 
elaboran el documento denominado “Eva-
luación de las necesidades de recuperación en el 
contexto de la pandemia por COVID-19”, con 
énfasis en la educación. Destacan la necesidad 
de incentivos para la permanencia de los estu-
diantes en el sistema. Luego, señalan el em-

peoramiento de las condiciones económicas 
y el aumento de la pobreza y la desigualdad, 
llevando a la necesidad de apoyo al sistema 
de alimentación escolar, durante los períodos 
de clases y también en vacaciones y asuetos. 
Finalmente, indican que “como resultado del 
COVID-19, la pérdida de aprendizaje de los 
estudiantes hace necesario que se desarrollen 
e instrumenten sistemas de tutorías y acompa-
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ñamiento pedagógico, principalmente en cen-
tros de mayor vulnerabilidad socioeconómica, 
en donde las tasas de asistencia en los períodos 
de presencialidad son menores que la que se 
encuentran en centros sin vulnerabilidades” 
(SINAE y PNUD, 2021: 54). 

En suma, el contexto en que es anunciado 
mediáticamente el control y suspensión de las 
AFAM - PE, está marcado por la persistencia 
de niveles de criticidad socioeconómica ma-
yores a los de 2019, con impactos en niños, 
niñas y adolescentes y con recomendaciones 
sobre la inconveniencia de la suspensión de las 
transferencias. Asimismo, es parte del contex-
to, la existencia de dificultades en desempeños 
educativos, particularmente en los sectores de 
más bajos ingresos, pero también presentes en 
todos los quintiles de ingresos. 

3. El anuncio del control 
de las condicionalidades y 
suspensión de las AFAM - PE 
La suspensión de la recepción de las AFAM 
- PE es planteada como respuesta a la inasis-
tencia a los centros educativos, a partir de lo 
establecido en su Ley de creación. Analizar 
el anuncio del control y suspensión supone 
partir de un aspecto clave señalado por Grassi 
(2006) sobre los problemas sociales. Entien-
de que estos son una construcción social. La 
afectación de un grupo social sólo se vuelve 
un problema social si es constituida como tal. 
Esto supone la acción de sujetos interesados, 
de distintas maneras, en imponer una situa-
ción como problemática y para el conjunto de 
la sociedad. Esa construcción, supone también 
explicaciones sobre sus causas y responsabili-
dades, “un problema no se define aislado, sino 
inscripto en una red de problemas que mantie-
ne continuidad en el tipo de argumentación, 
explicaciones, etc. Por lo tanto, la disputa por 
su definición es también por la determinación 
de las causas, por la atribución de responsabili-
dades por su formación, por la determinación 
de los ámbitos de competencia en las solucio-

nes y por los alcances de la voluntad política 
de intervención” (2006: 22). 

Como fuera indicado anteriormente, el 
anuncio de la suspensión tiene un impacto 
material concreto -dado que dejan de percibir-
se ingresos-, pero también simbólico en tanto 
expresa y contribuye a consolidar una deter-
minada mirada de la realidad social. 

3.1. La forma del anuncio 
Aunque la suspensión está vinculada a la ina-
sistencia a los centros educativos, su decisión y 
anuncio es realizado solamente por el ministro 
Lema. No aparecen implicadas públicamente 
las autoridades de la enseñanza. De hecho, 
Robert Silva, presidente del Consejo Directivo 
Central (CODICEN) de la ANEP se integra 
a este episodio a partir de gestiones realizadas 
por la vicepresidenta de la República, Beatriz 
Argimón. Ésta, de manera inmediata al anun-
cio de la medida, indicó su apoyo a la misma, 
pero expresó su preocupación por las conse-
cuencias y el seguimiento de las suspensiones. 
Diez días después del anuncio de la medida, se 
reúnen estas autoridades y será un día después 
que este tema aparezca públicamente para 
la ANEP, específicamente en su página web, 
como información de ese encuentro. Este as-
pecto contribuye a la manera en que se confi-
gura el problema por parte del ministro Lema 
que no parecería tener que ver con la realidad 
del sistema educativo. Al finalizar la reunión la 
referida reunión, la vicepresidenta indica que 
“nos pareció importante ir con quienes no sólo 
nos dan los datos, sino que hacen cosas, ¿Por 
qué? Porque eso nos estaba indicando que hay 
niños y adolescentes que se van del sistema y 
nos interesa saber de primera mano que hacen 
los organismos en consideración a aquellos 
chicos que abandonan el circuito educativo 
y por qué lo hacen”9. Agrega que es una ci-

9 Véase: https://www.telenoche.com.uy/nacio-
nales/argimon-se-reunio-robert-silva-suspen-



196

Ximena Baráibar Ribero “Control de condicionalidades y suspensión de las transferencias 
monetarias condicionadas en Uruguay: Reflexiones a partir de su anuncio mediático”

fra que preocupa, pero que esta preocupación 
también existiría aún, siendo pocos niños y 
niñas10. Esta ajenidad del sistema educativo 
es también observable desde las declaraciones 
de sus autoridades. Parecería que es a partir de 
ese momento que estarían prestando atención 
al problema, pese a contar información con-
siderada preocupante. Indica Silva que “esta 
situación nos genera una nueva alarma. La vi-
sita de la vicepresidenta pone el tema como 
central y nos pone en situación de discusión 
permanente”11. Agrega que, 

Nuestros jóvenes y nuestros adolescentes nos 
están dando cuenta que hay una realidad que 
es multicausal, que tiene muchos factores, pero 
también hay un sistema educativo, en la edu-
cación media, que muchas veces, no colma las 
expectativas como ellos mismos lo dicen en 
muchas evaluaciones o instancias donde se con-
sulta su opinión. El mayor problema lo tene-
mos a partir de los 13 años, el 77% de aquellos 
que no registran en la educación de este país, 
provienen de esos tramos etarios12. 

Pasados unos días del anuncio, la información 
pública se centra en los retornos a los centros 
educativos. Señala el ministro Lema que 

La cantidad de revinculaciones reafirma que 
el camino que elegimos es el correcto y es una 

sion-asignaciones-n5333549

10 Véase: https://www.montevideo.com.uy/
Noticias/Argimon-apoya-la-suspension-de-
11-000-asignaciones-familiares-anunciada-
por-Martin-Lema-uc829511

11 Véase: https://www.elobservador.com.uy/
nota/asignaciones-familiares-gobierno-busca-
estrategias-para-revincular-a-menores-que-
dejaron-de-estudiar-20228917140

12 Véase: https://www.subrayado.com.uy/sus-
penden-11000-asignaciones-familiares-no-
enviar-hijos-centros-educativos-n875390

señal justa para los 380 mil menores destinata-
rios de Asignaciones Familiares. Seguiremos el 
camino de la exigencia de la contraprestación, 
al tiempo que realizaremos nuestros máximos 
esfuerzos para lograr la mayor cantidad de re-
vinculaciones de menores a centros educativos. 
En este sentido, junto con ANEP y BPS defi-
nimos acciones para la búsqueda de revincula-
ciones educativas. En el análisis constante que 
venimos realizando encontramos que, a menos 
de un mes del anuncio, 4.084 menores ya se 
revincularon, un 35.2% del total13. 

El 01 de septiembre, la única comunicación 
de este episodio en la página web del MIDES 
señala sobre las revinculaciones ocurridas du-
rante agosto y también al inicio de la suspen-
sión en 7.430 hogares que no cumplieron con 
la contraprestación14.  El desacople entre el 
MIDES y el CODICEN se agudiza. El 03 de 
noviembre, el ministro Lema afirma que “acá 
hay una señal que ha sido clara, que la hemos 
mantenido en forma clara y dijimos que no 
hay marcha atrás, y es que si no se cumple con 
la contraprestación no se paga o se suspende la 
prestación. (…) Nosotros no podemos dar la 
señal que es lo mismo ir al centro de estudios 
que no”15. Seis días después, el Consejo Direc-
tivo Central (CODICEN) de la ANEP, emite 
la resolución 2.634/22. Se indica que esta se 
realiza procurando una óptima finalización del 
ciclo lectivo con foco en el estudiante y sus 
trayectorias educativas. Define las condiciones 
para el cierre de los cursos y el pasaje de grado 

13 Véase: https://twitter.com/martinlemauy

14 Véase: https://www.gub.uy/ministerio-desa-
rrollo-social/comunicacion/comunicados/
suspension-asignaciones-familiares-plan-
equidad

15 Véase: https://www.subrayado.com.uy/
mides-no-dara-marcha-atras-la-suspension-
casi-800-asignaciones-familiares-afirmo-le-
ma-n883269
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y modifica aspectos establecidos reglamen-
tariamente. Entre otros, se deja de tomar en 
consideración el número de inasistencias para 
la aprobación. 

El 23 de noviembre, organizado por el 
MIDES, se desarrolla un Seminario Inter-
nacional sobre Transferencias Monetarias y 
Arquitecturas Digitales para la Protección 
Social. En esa oportunidad, el ministro Lema 
enumera un conjunto de medidas y acciones 
vinculadas a las transferencias monetarias, 
sin realizar ninguna referencia a este episo-
dio. Ante la pregunta de una periodista por 
las contraprestaciones responde reduciendo 
la relevancia y la participación del MIDES y 
trasladando la decisión a la ANEP: “Nosotros 
recibimos de ANEP cuando considera que es 
incumplió con tal contraprestación. Como 
considera ANEP, son criterios de las autorida-
des de ANEP. Una vez que se nos trasmite que 
se incumplió, automáticamente se suspende. 
Se da un tiempo para que se regularice o que 
se advierta por si hay algún error, pero cumpli-
do ese plazo, se actúa en consecuencia.”16

3.2. Los argumentos a favor 
del control y suspensión 
El ministro Lema señala dos argumentos de 
distinta relevancia. El central se sustenta en 
la idea de capital humano. Indica que “como 
centro tiene que estar el menor, y el menor, 
lo que necesita para tener más herramientas y 
oportunidades, es concurrir a centros educati-
vos, y la AFAM - PE está condicionada a ese 
cumplimiento”17. En otra instancia, señala que 
busca revertirse la inasistencia y se pregunta: 

16 Véase: https://www.gub.uy/presidencia/co-
municacion/noticias/mides-monitorea-im-
pacto-transferencias-monetarias-proteccion-
social

17 Véase: https://www.subrayado.com.uy/sus-
penden-11000-asignaciones-familiares-no-
enviar-hijos-centros-educativos-n875390

“¿qué significa revertirlo? Que efectivamente 
concurran a los centros de estudio, sino se hi-
poteca el futuro de muchísimos gurises”18. A 
ese argumento, se suma otro con menor desa-
rrollo y refiere a un cierto sentido de justicia 
que se haría con quienes sí cumplen la contra-
prestación. Entiende el ministro Lema que “se 
debe exigir la contraprestación de la asistencia 
de los niños a clases, no sólo por los 11.000 
casos implicados en la suspensión, sino por las 
369.000 que sí cumplen y por eso mantienen 
el derecho”19. 

El día en que el control y eventual suspen-
sión fue anunciado, el ministro plantea que la 
exigencia de la contraprestación se comple-
menta con un rol proactivo a los efectos de 
que se regularice. Ese rol “se presenta de dife-
rentes formas. (…) Se está trabajando para no-
tificar a estos hogares para advertir que, si no 
se envían estos menores a los centros educati-
vos, se va a suspender la AFAM - PE. Y a través 
de la red de contención del MIDES, Oficinas 
Territoriales, teléfonos y demás, se va a pro-
mover la importancia, justamente, de cumplir 
con las contraprestaciones.”20 Durante la com-
parecencia a la cámara de Diputados, la misma 
autoridad expresó que ya se había comenzado 
“a hacer advertencias y estamos viendo una 
forma de hacer notificaciones proactivas para 
que cuánto antes regularicen y para que in-
mediatamente, ni bien se pueda, se levante la 

18 Véase: https://www.subrayado.com.uy/
mides-no-dara-marcha-atras-la-suspension-
casi-800-asignaciones-familiares-afirmo-le-
ma-n883269

19 Véase: https://www.lr21.com.uy/
politica/1462523-argimon-preocupada-por-
suspension-de-11-mil-asignaciones-familia-
res-y-lema-dice-que-no-hay-marcha-atras

20 Véase: https://www.subrayado.com.uy/sus-
penden-11000-asignaciones-familiares-no-
enviar-hijos-centros-educativos-n875390
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suspensión, ya que lo más importante es que 
ese menor tenga todas las garantías de poder 
formarse, de poder salir adelante y de tener 
una mayor autonomía” (Lema, 2022: 65). 

El director de la Dirección Nacional de 
Transferencias y Análisis de Datos, en el mis-
mo sentido indicó que 

creemos que más allá del comunicado que pue-
da poner BPS tenemos que tomar medidas más 
proactivas de contactarnos directamente con las 
familias y ahí está trabajando BPS para indi-
carles directamente a través de un mail o SMS. 
Nosotros desde el MIDES lo que estamos po-
niendo en nuestro sistema de atención ciuda-
dana son notificaciones donde, si la persona se 
acerca a una oficina o está en un programa que 
está siendo acompañado, le avisa al técnico que 
está trabajando con esa familia para que pueda 
regularizar su situación21. 

En igual tesitura se ubican las declaraciones de 
Silva. En la misma rueda de prensa que Argi-
món, señala que, 

Hay que trabajar por cambiar la educación, 
y además por desarrollar un conjunto de es-
trategias para ir tras esos estudiantes. A través 
de nuestra Dirección Sectorial de Integración 
Educativa hemos aprobado un plan, nuestras 
unidades coordinadoras en todo el país, junto 
con las comisiones descentralizadas con educa-
ción secundaria y técnico profesional en parti-
cular, tenemos ya la identificación de los estu-
diantes, hemos iniciado un proceso de consulta 
a las familias de ir tras ellos, a buscarlos, a saber 
la situación de cada uno, saber que, es lo que les 

21 Véase: https://enperspectiva.uy/home/
mides-suspende-asignaciones-familiares-de-
ninos-y-jovenes-que-no-estudian-represen-
tan-menos-del-3-de-todo-el-universo-de-be-
neficiarios-dijo-jerarca-del-ministerio/

está pasando, y de diseñar una propuesta, una 
estrategia que nos permita reincorporarlos22. 

Como puede observarse, las acciones de re-
vinculación educativa a cargo del MIDES se 
concentran en la comunicación y advertencia 
a los beneficiarios y/o salida en su búsqueda. 
No hay ninguna otra acción de apoyo a las fa-
milias para revertir la situación. Por su parte, 
la educación pública, en ese momento estaría 
iniciando el proceso de vinculación con los 
estudiantes. Tampoco allí parecen necesarios 
aspectos a analizar. La política pública aparece 
sin ninguna vinculación con el ausentismo y 
desvinculación educativa. 

3.3. Lo que muestran la forma 
y argumentos del anuncio 
A partir de lo presentado, se destacan dos 
aspectos centrales. En primer lugar, lo que 
se configura como problema y las explica-
ciones del mismo. El problema central es la 
inasistencia a los centros educativos. Esto es 
expresión de la asociación entre educación y 
mejora futura en el bienestar implicada en la 
idea de capital humano. En esta orientación, 
también aparecen los aspectos en que este, ha 
sido cuestionado.

El silencio sobre la calidad educativa, el 
rendimiento escolar y la terminalidad, son 
claramente visualizables y las herramientas y 
oportunidades parecen alcanzables solamente 
con la asistencia. En su cuenta de twitter, el 
ministro expresa que “una vez que los meno-
res retoman sus estudios, se deja sin efecto la 
suspensión de la asignación, pero además y no 
menos importante, el estudiante renueva au-
tomáticamente sus oportunidades de forma-
ción y herramientas para el futuro.”23

22 Véase: https://www.subrayado.com.uy/anep-
inicio-proceso-consulta-familias-saber-que-
ninos-y-adolescentes-no-van-clases-n875947

23 Véase: https://twitter.com/martinlemauy
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Asimismo, es un problema configurado, 
sin ninguna consideración sobre las trans-
ferencias como derecho humano señaladas 
por Rossel et al. (2014) y ya presentadas. En 
el discurso del ministro Lema no se visua-
liza preocupación por el derecho a recursos 
mínimos para la sobrevivencia, ni qué hacer 
ante la reducción de ingresos. Las referencias 
al derecho a la educación son prácticamente 
inexistentes y, cuando aparecen, es solamente 
como derecho a asistir y es solamente esto por 
lo que velaría el Estado. Indica que “no es una 
medida simpática, pero es necesaria y es justa 
sobre todo para esos menores que tienen todo 
el derecho de formarse, de disponer de herra-
mientas y con las mismas, tener mayor canti-
dad de oportunidades24. Los soportes públicos 
que hacen posible el ejercicio de derechos no 
hacen parte del problema y por lo tanto tam-
poco de las respuestas al mismo. 

Vale recordar lo recogido por las mismas 
autoras sobre el cuestionamiento a las condi-
cionalidades. Indican que el problema no son 
sus exigencias, sino lo que ocurre cuando estas 
no se cumplen y las transferencias son suspen-
didas. En el caso de análisis, el rol proactivo 
está colocado exclusivamente sobre quienes 
incumplen con la contraprestación. Y en re-
lación a estos, la tarea estaría centrada en el 
contacto, la notificación y el anuncio de la sus-
pensión. Esta manera de entender el cumpli-
miento de las condicionalidades está lejos de 
los modelos más flexibles en su gestión, seña-
lado por Feijoó y Davolos (2019). Los progra-
mas de acompañamiento son uno de los tres 
pilares para promover autonomías planteados 
por el MIDES (2022). A esto se suman accio-
nes en educación, específicamente, programas 
y/o servicios de re vinculación educativa. Pese 

24 Véase: https://www.gub.uy/presidencia/
comunicacion/noticias/mides-dispone-
100-centros-atencion-canelones

a esto, no se pasa de la sola penalidad a accio-
nes de acompañamiento e intervenciones más 
integrales. 

En segundo lugar, es un problema cons-
truido a distancia de los motivos señalados 
por Rossel et al. (2022) sobre las inasistencias 
y los análisis realizados por Zerpa (2019). El 
sistema educativo aparece tan aislado y aislable 
de la situación, que ni siquiera participa en la 
definición de la medida e incluso toma una 
en sentido contrario. Esto supone considerar 
que las explicaciones de las inasistencias están 
exclusivamente, del lado de quienes reciben 
las AFAM - PE, no existiendo dificultades 
en el sistema educativo. Es un problema que 
también aparece aislado y aislable de los nú-
cleos familiares donde viven los niños, niñas 
y adolescentes que no concurren a los centros 
educativos y de la realidad económica y social 
en la que viven. 

Si la política pública no tiene que ver con 
el problema, solamente quedan las familias 
como las responsables. Si las condiciones de 
vida y del país tampoco hacen parte de la 
explicación, solamente quedan lo que serían 
‘malas prácticas’. Esta orientación, sería con-
firmada desde los resultados mencionados. 
El anuncio del control y eventual suspensión 
adquiere un carácter casi mágico. Este alcanza 
para el retorno a los centros educativos, conso-
lidando la idea de un problema encerrado en 
el ámbito familiar, y explicable exclusivamente 
desde la ausencia de voluntad o disposición 
para asistir a los centros educativos. Inevita-
blemente esto impulsa mayores procesos de 
culpabilización y no de efectivización de dere-
chos. Se trata de un traslado de la responsabi-
lidad al ámbito familiar que opera de manera 
silenciosa y que toma un rostro amable en el 
discurso del ministro Lema y legitima el pa-
ternalismo señalado por Dallorso (2013). El 
ministro no explicita un cuestionamiento a 
los adultos responsables de niños, niñas y ado-
lescentes, sino preocupación por estos. Señala 
que “lo peor que podemos hacer en este caso, 
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es hacer la vista gorda. Hacer “la vista gorda”, 
es prácticamente condenar a que estos meno-
res no tengan la posibilidad de formarse, de 
aprender y de salir adelante”25. En otra instan-
cia, indica que “lo hacemos pensando en esos 
chicos, porque tenemos que generar todos los 
carriles que estén a nuestro alcance para que 
esos chicos efectivamente vayan a los centros 
de estudios” (2022: 65). 

Aunque se señale lo contrario y nueva-
mente desde una forma amable, la sospecha 
se extiende a quienes sí asisten al sistema edu-
cativo. Para quienes tiene derecho a AFAM - 
PE, parecería ser la prestación el único móvil 
para que asistan niños, niñas y adolescentes a 
los centros educativos y que las y los adultos 
dejarían de enviar a sus hijos e hijas o de pro-
mover la asistencia de los y las adolescentes en 
conocimiento que otras personas no lo hacen. 

Conclusiones
Este artículo de investigación toma como ob-
jeto de análisis un anuncio de control de la 
condicionalidades y eventual suspensión de las 
AFAM - PE en Uruguay, en 2022, realizado de 
manera altamente mediática. Una medida que 
se distancia de la manera en que se procesó el 
control anterior -solamente a través de la pá-
gina web del BPS-, sin mediar explicaciones 
sobre este cambio. Pero también una medida 
en su forma y contenido que se suma a otros 
donde se sospecha de la justicia de las trans-
ferencias y, por lo tanto, el injusto acceso por 
parte de beneficiarios y beneficiarias. Estos, 
además, estarían haciendo un uso inadecuado 
de las mismas. Las investigaciones sobre estos 
aspectos no indican preocupaciones en este 
sentido. Se trata de una medida que tiene im-
pactos económicos, pero también simbólicos, 

25 Véase: https://www.subrayado.com.uy/sus-
penden-11000-asignaciones-familiares-no-
enviar-hijos-centros-educativos-n875390

 

como expresión de una mirada de comprender 
la realidad, los problemas sociales y sus res-
ponsabilidades. En este sentido, se considera 
que su aporte trasciende al caso uruguayo. 

La relevancia de la educación en la vida de 
las personas es evidente y sin duda está fuera 
de discusión. El problema es lo que se anuncia 
y lo que se silencia. La inasistencia es un pro-
blema en el que estarían 11.000 menores en 
el marco de 380.000 receptores de las AFAM 
- PE. Es claro que importa cada niño, niña y 
adolescente, pero también que el anuncio me-
diático se realiza sobre un problema que afec-
ta al 2.9%. Esto supone que el 97% asiste a 
los centros educativos y, por lo tanto, cumple 
con las condicionalidades. La comunicación 
de la medida nunca parte de este último dato 
y sólo se centra en el incumplimiento, con-
tribuyendo con las peores representaciones 
sociales sobre quienes viven en la pobreza. Es 
una medida sustentada en la lógica del capi-
tal humano, que recoge sus apuestas, pero no 
las múltiples evaluaciones sobre este, su rela-
ción con las transferencias condicionadas y 
el aporte empírico de las condicionalidades y 
específicamente las realizadas en Uruguay, ni 
las desigualdades dentro del sistema educati-
vo. La asistencia a este es la única preocupa-
ción que permitiría el acceso a ‘herramientas 
y oportunidades’, que siempre aparecen como 
existentes y habilitarían la inserción en un em-
pleo, que nunca es discutido en su cantidad, ni 
calidad (Baráibar, 2022). 

Es un anuncio que realiza el MIDES de 
manera solitaria, sin participación de las au-
toridades de la educación que, por otra parte, 
toman en el final del año lectivo, una decisión 
contraria a la llevada adelante por el MIDES. 
Cuesta visualizar cual es la política de gobier-
no, incluso, si esta existe. ¿Es o no importante 
la asistencia a los centros educativos? ¿Es o no 
irrelevante hacer de cuenta que da lo mismo 
asistir o no hacerlo? La inasistencia es una me-
dida no sustentada en el derecho a la educa-
ción y solamente se trata del derecho a asistir. 
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Es una medida aislada de toda consideración 
sobre la realidad social y económica de las fa-
milias receptoras -que son las más vulnerabili-
zadas- y del país en general, por lo tanto, de los 
patrones de desigualdad persistentes. 

Vinculado a lo anterior debemos señalar 
que es una medida también desacoplada del 
derecho a mínimos de sobrevivencia. La situa-
ción de gran vulnerabilidad es la que convierte 
a niños, niñas y adolescentes en receptores de 
las AFAM - PE y el anuncio del control y sus-
pensión se da en un contexto de persistencia 
de la pobreza, de mayores afectaciones a los de 
niños, niñas y adolescentes y en el marco de re-
comendaciones internacionales que indican la 
necesidad que las transferencias permanezcan. 
Se produce en simultáneo a que el ministro 
Lema expresara preocupación sobre la realidad 
de quienes tienen entre 13 y 17 años, que ca-
sualmente son el 77% de quienes no asisten 
al sistema educativo al momento del control 
del cumplimiento de las condicionalidades. 
Además, es un problema que aparece como 
fácilmente solucionable, lo que se distancia de 
las investigaciones que plantean las dificulta-
des del sistema educativo y específicamente su 
relación con quienes viven en la pobreza. El 
solo anuncio alcanzaría para que se inserten en 
el sistema educativo los niños, niñas y adoles-
centes. Entonces, ¿por qué las autoridades de 
gobierno no actuaron previamente?

Es un problema que se inicia mediática-
mente, pero no se termina de igual manera, 
solamente ‘desaparece’. Los motivos de la au-
sencia a los centros de enseñanza, la situación 
de quienes no se revinculan no aparecen en 
la conformación pública del problema. Asi-
mismo, no se informa públicamente de otras 
acciones realizadas. Y es difícil pensar que -en 
estos términos- la revinculación se sostenga en 
el tiempo y sea algo más que asistir. 

La configuración del problema y de la ra-
pidez con que aparece como solucionable, co-
loca la responsabilidad de la inasistencia en las 
familias receptoras y en particular en lo que 

serían ‘malas prácticas’ que hacen que algo tan 
necesario y compartible como que sus hijos 
e hijas asistan a los centros educativos, no lo 
realicen. 

Finalmente, la vicepresidenta declara que 
importan todos y todas los que no concurren 
a los centros de enseñanza. Entonces, ¿por qué 
solamente se centra públicamente en quienes 
reciben AFAM - PE? ¿Por qué no se dice ni se 
hace nada sobre los demás?

La condicionalidad está establecida en la 
Ley de creación de las AFAM. Pero esto no 
supone que no existan espacios para decisiones 
políticas, en este caso, en relación a cuando se 
controlan, a las acciones que se realizan en 
casos de incumplimiento y fundamentalmen-
te, lo que se anuncia y la manera en que se 
lo hace. Todo lo anterior, lleva a preguntarse 
lo siguiente: ¿a favor de qué y de quiénes se 
toma la medida analizada? Aquí se considera 
que es en los argumentos de económica po-
lítica, a favor de las contraprestaciones, don-
de este anuncio encuentra su fundamento. 
Señala Dallorso que “los destinatarios de las 
intervenciones de gobierno sobre la pobreza 
no coinciden necesariamente con los sujetos 
a los que se desea proteger” (2013: 135). Por 
su parte, entiende Valverde que las “Transfe-
rencias Monetarias Condicionadas, lo que in-
tentan proteger no es, como suele suponerse, 
a individuos imprudentes, sino a terceros que 
resultarían dañados por decisiones impruden-
tes” (2017: 204). Este anuncio se suma a otras 
declaraciones públicas centradas en la injusti-
cia del acceso a las prestaciones, por lo tanto, 
de sospecha de quienes las recibirían y tam-
bién sobre la manera de gastar el dinero. 

En este episodio, el ministro Lema procura 
mostrar que hay un Ministerio que hace que 
la ley sea cumplida; que los dineros públicos 
están siendo ‘cuidados’ en tanto, se está apos-
tando a la formación y salida de la pobreza. 
Un ministro que, a partir de un rostro amable, 
sospecha de los pobres y contribuye a conso-
lidar esta mirada. No se cuestionan expresa-
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mente a las familias receptoras, pero el Estado 
velaría por los niños, niñas y adolescentes y su 
futuro, cuya situación parece resolverse con el 
solo anuncio de la medida. Esto se extiende 
a quienes cumplen con las contrapartidas, al 
sospechar sobre los motivos de la asistencia a 
los centros educativos. Un ministro que suma 
sospechas silenciosas, a otras claramente for-
muladas, básicamente referidas a familias 
que estarían recibiendo las prestaciones, sin 
merecerlas. 

Finalmente, es un ministro que recoge los 
históricos prejuicios sobre la asistencia, que 
-en oposición al trabajo- sería siempre un lí-
mite a la autonomía y generadora de depen-
dencia a las cuentas públicas. Así, el ministro 
‘levanta’ a los pobres, pero para dejarlos caer 
desde más arriba, en tanto no aparece un Esta-
do garante de derechos y que, desde un discur-
so que combina silencio y amabilidad, tiende a 
culpabilizar y responsabilizar a los pobres por 
su situación y exime a la sociedad de toda su 
responsabilidad. 
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